LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO.-
La Constitución española encomienda al legislador establecer el marco jurídico de la responsabilidad de la Administración en cuanto sistema legal de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas. Tal mandato se cumplió por la promulgación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, cuyo Título X se dedica a la regulación de esta materia, en concreto su capítulo I  sobre la responsabilidad patrimonial de la Administración Pública – artículos 139 a 144 –
Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos. El daño alegado habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona o grupo de personas.

Respecto a los requisitos sustantivos legalmente exigidos para el reconocimiento de la responsabilidad de la que estamos hablando cabe recoger, en primer término, que es imprescindible que se invoque un daño. 
Debe tratarse de un daño o lesión que el perjudicado no tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la ley. En otros términos, el daño sufrido debe reputarse antijurídico cuando no exista un título jurídico en virtud del cual el perjudicado esté obligado a tener que soportar las consecuencias lesivas derivadas de la actuación administrativa, deber que existe cuando la medida o actuación de la Administración constituye una carga general que todos los administrados incluidos en el ámbito de dicha medida están obligados a cumplir (vid por todas SSTS 11-6-93; 25-9-94 y 10-4-00).
En segundo lugar, para que pueda atribuirse a una Administración Pública la obligación de reparar el daño causado debe existir una acción u omisión administrativa que sirva de título de imputación. 
La principal causa de imputación de un daño a la Administración es el funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos – entendidos éstos, servicios públicos, en el más amplio sentido de la palabra – 
Esto es, y a los efectos que estamos comentando, no es necesario por lo tanto que se trate de la existencia de un servicio público en estricto sentido, bastando que se trate de cualquier actuación, actividad o gestión pública realizada en el marco del giro o tráfico administrativo (SSTS 28-1-93; 15-2-94 y 22-3-95) siendo indiferente si se trata de funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos (STS 14-6-91).

Ello no obstante, si bien el título de imputación referido es el más destacado, la doctrina jurisprudencial ha reconocido otros posibles títulos de imputación de responsabilidad de la Administración, como los derivados de la creación de una situación de riesgo o el enriquecimiento sin causa.
En tercer lugar, para que se reconozca el derecho a la indemnización es presupuesto indeclinable la existencia de una relación de causalidad entre el funcionamiento normal o anormal y la lesión producida. La actuación culposa o negligente del propio perjudicado o de un tercero no lleva necesariamente a la exclusión de la responsabilidad administrativa so pretexto de adolecer de relación de causalidad. 

La actuación inadecuada del perjudicado puede ser de tal intensidad que excluya cualquier responsabilidad – sublata causa tollitur efectum – pero conceptualmente también es admisible que la inadecuación de su conducta no tenga entidad o relevancia suficiente como para enervar el nexo causal, habida cuenta puede darse el supuesto de concurrencia de causas – que no de culpas, como bien distingue  la jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo – concurrencia ésta que se traduzca en una responsabilidad compartida entre la Administración y el perjudicado.
Por lo tanto, la responsabilidad administrativa debe revestir tal entidad que resulte ser ésta la causa directa, inmediata y eficiente del resultado dañoso, sin olvidar que conforme declara la jurisprudencia no cabe pretender que la Administración deba responder por unos hechos u omisiones que en el mejor de los casos, hubieran operado como causa segunda de los daños, cuando hay una causa primera e inmediata productora de los mismos.

De esta manera por tanto, la denominada nota de exclusividad, no obstante, debe ser entendida en sentido relativo y no absoluto, pues si ésta puede exigirse con rigor en supuestos dañosos acaecidos por el funcionamiento normal, en los de funcionamiento anormal el hecho de la intervención de un tercero o una concurrencia de concausas, imputables unas a la Administración y otras a personas ajenas e incluso al propio perjudicado, imponen criterios de compensación – asumiendo cada una la parte que le corresponde – o de atemperar la indemnización a las características o circunstancias concretas del caso examinado.

Las conductas concurrentes del propio perjudicado o de un tercero en la producción del resultado dañoso no solo se ponderan sino que una vez adverada su incidencia en el proceso de causación del daño, obliga a moderar equitativamente las responsabilidades concurrentes, distribuyendo el deber de resarcimiento según la incidencia de los factores intervinientes en el resultado lesivo.
Por último, se excluye la responsabilidad administrativa, por expresa determinación legal, cuando los hechos causantes del daño obedecen a causa de fuerza mayor.

La reforma de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, cita ut supra, por la Ley 4/99, de 13 de enero, incorporó una sustancial mejora – según nuestro leal saber y entender - al hacer descansar toda la responsabilidad patrimonial de la Administración en un criterio objetivo, esto es, al margen de cualquier noción de culpa, con independencia de que la lesión se produzca en el marco de actuaciones sujetas al derecho privado. 
Por su parte la nueva Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa de 13 de julio de 1998 ha venido a imponer esta jurisdicción como la única competente para resolver los asuntos relativos a la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas evitando anteriores peregrinajes de jurisdicción. 
Como ha venido a manifestar doctrina autorizada el instituto de la responsabilidad patrimonial pasaría de ser una exigencia del Estado de Derecho a constituir una manifestación del Estado social.
En efecto, la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa establece en su artículo segundo que el orden jurisdiccional contencioso administrativo conocerá de las cuestiones que se susciten en relación con la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, cualquiera que sea la naturaleza de la actividad o el tipo de relación de que derive, no pudiendo ser demandadas aquellas por este motivo ante los órdenes jurisdiccionales civil o social.

En lo que a procedimiento, sensu stricto, concierne para la exigencia de la responsabilidad patrimonial de la Administración, sin duda una de las cuestiones más interesantes es la relativa al plazo para interponer la reclamación. Y así, según el artículo 142.4 de la Ley 30/1992, el derecho a reclamar prescribe al año de haberse dictado la sentencia definitiva; y según el artículo 142.5, el derecho a reclamar prescribe al año de haberse producido el hecho o el acto que motive la indemnización o de manifestarse su efecto lesivo.

La acción de la Administración Pública debe estar siempre regida por criterios de congruencia, oportunidad y proporcionalidad, de tal forma que sus poderes sean utilizados en la medida y dentro de los límites que correspondan con los fines en atención a los cuales les son legalmente concedidos, adquiriendo dichos criterios una exigencia más intensa cuanto más excepcionales y portadores de riesgos sean los medios otorgados.

La responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, al igual que la responsabilidad extracontractual en el ámbito del Derecho Civil tiene por finalidad conseguir una reparación integral de aquel que ha sufrido una lesión antijurídica. El principio de reparación integral de la víctima significa que ésta debe quedar, tras la indemnización, totalmente indemne, como si sus bienes o derechos no hubieren sufrido alteración alguna – principio de indemnidad -
La responsabilidad patrimonial de la Administración nacerá siempre que ésta cause a los particulares una lesión en sus derechos o bienes jurídicamente protegidos, esto es, siempre que con su comportamiento la Administración sea la causa de la lesión cuyo resarcimiento se pretende por el reclamante.

Entendida de esta manera, la responsabilidad patrimonial que nace de la producción de daños es necesariamente una cuestión de índole esencialmente jurídica tanto por lo que se refiere a la producción del evento lesivo como por lo que se refiere a sus consecuencias jurídicas. Esta constatación no es determinante a efectos de imputar o excluir la responsabilidad patrimonial respecto de ningún sujeto. Lo que verdaderamente importa es determinar si mediante un comportamiento activo u omisivo se ha causado por la Administración la lesión del derecho o interés jurídicamente protegido que se invoca.
En Madrid a 
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